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I.  Contexto: El Estado de Derecho en materia ambiental
El estado de derecho es un concepto importante en el corazón de las Naciones Unidas. Se define como un principio de gobernanza en el que todas las personas, instituciones y entidades, públicas y privadas, incluido el propio Estado, rinden cuentas de las leyes que se promulgan públicamente, se aplican por igual y se adjudican independientemente, y que son coherentes con las normas y estándares internacionales de derechos humanos. 
 El estado de derecho en asuntos ambientales es esencial para la equidad en términos del avance de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, la provisión de acceso a la justicia asegurando un enfoque basado en los derechos, y la promoción y protección de los derechos ambientales y otros derechos socioeconómicos. 
Los recursos naturales que se gestionan de forma sostenible, transparente y sobre la base del estado de derecho pueden ser el motor del desarrollo sostenible y una plataforma para la paz y la justicia. Por el contrario, las violaciones de las leyes ambientales socavan el desarrollo sostenible. 
En su primera sesión universal en 2013, el Consejo de Administración del PNUMA adoptó la Decisión 27/9, sobre la mejora de la justicia, la gobernanza y el derecho para la sostenibilidad ambiental. En él, los Estados Miembros reconocieron la creciente importancia del estado de derecho en el ámbito del medio ambiente a fin de reducir las violaciones del derecho ambiental y lograr el desarrollo sostenible en general.
Sostuvieron que "la violación de la legislación ambiental tiene el potencial de socavar el desarrollo sostenible y la implementación de las metas y objetivos ambientales acordados en todos los niveles y que el estado de derecho y la buena gobernanza desempeñan un papel esencial en la reducción de tales violaciones". 
La Decisión 27/9 es el primer documento negociado internacionalmente que establece el término "estado de derecho en materia ambiental". Invitó a los gobiernos y las organizaciones pertinentes a reforzar la cooperación internacional, regional y subregional para combatir el incumplimiento de las leyes ambientales. 
La Agenda 2030 brinda una oportunidad única para garantizar que el desarrollo sostenible se base en el estado de derecho y ofrezca igualdad a todas las personas en términos de protección ambiental. También proporciona un vehículo para traducir los cientos de compromisos existentes en el campo del medio ambiente en acción. Con este fin, se necesitarán medios legales y prácticos para aumentar la transparencia, fortalecer el acceso a la información y mejorar la participación pública en los procesos de toma de decisiones ambientales.

II. Los derechos ambientales en América Latina y el Caribe  

En América Latina y el Caribe, la Cumbre de la Tierra de Río de Janeiro de 1992 dio un importante impulso a la protección ambiental, el desarrollo de la legislación ambiental y el establecimiento de instituciones relacionadas. 
En línea con los procesos de democratización que caracterizaron a esa década en la región, algunas de estas reformas incluyeron instancias de participación ciudadana, tanto a través de consejos asesores como a través de instancias formales en la evaluación de proyectos y en la formulación de estándares, entre otros.

De esta manera, hoy en día, los derechos y obligaciones 
en material de   protección ambiental y el desarrollo sostenible están consagrados en la mayoría de las constituciones políticas de los países de América Latina y el Caribe. Muchas constituciones nacionales reconocen expresamente el derecho a un medio ambiente sano, limpio, saludable y sostenible. Algunos de ellos van más allá para atribuir una función ecológica a los derechos de propiedad. 
Asimismo, todos los países de la región cuentan actualmente con un ministerio, secretaría o equivalente dedicado al medio ambiente y la mayoría ha emitido una ley general o marco sobre el medio ambiente. A estas leyes generales, muchas de las cuales tienen entre sus principios rectores las de la Declaración de Río de 1992, se agrega una amplia gama de leyes complementarias. 
En resumen, el derecho ambiental en la región evolucionó a un ritmo rápido y se volvió progresivo. Si bien exhibe tendencias antropocéntricas bien definidas, algunos países han pasado del antropocentrismo a formas más ‘ecocéntricas’ de pensar sobre el medio ambiente, incluido el reconocimiento de derechos de la naturaleza.
El acceso a la información ambiental es reconocido como un elemento de la gobernanza ambiental, como requisito para la toma de decisiones y el ejercicio de los derechos ambientales en su conjunto, y los derechos procesales, que son un punto clave de intersección entre el derecho ambiental y los derechos humanos, han sido cada vez más reconocidos en la región. La protección y promoción de los derechos procesales ha sido, y sigue siendo, una herramienta importante para la protección del medio ambiente. Es así que los derechos de acceso a la información, la participación en la toma de decisiones y el acceso a la justicia se encuentran en los instrumentos ambientales y de derechos humanos y han sido interpretados bajo ambos regímenes para brindar amplia protección a la defensa del ambiente. Además, los derechos colectivos afectados por la degradación ambiental, como los derechos de los pueblos indígenas, están reconocidos tanto por el derecho de los derechos humanos como por el derecho ambiental. Sin embargo, el acceso de los ciudadanos a la información, la participación pública y el acceso a la justicia en asuntos ambientales difiere mucho de un país a otro y aún enfrenta barreras.
III. Reconocimiento de la gravedad de los delitos ambientales 
La Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó la resolución A / RES / 71/19 que, por primera vez, reconoció la delincuencia ambiental como parte de otros delitos transnacionales organizados. La adopción significó un gran paso en la toma de conciencia sobre la creciente amenaza que representan los crímenes ambientales para la paz y la seguridad, el desarrollo sostenible y el estado de derecho ambiental. 
En diciembre de 2016, ONU-Medio Ambiente e INTERPOL publicaron un Informe estratégico conjunto sobre medio ambiente, paz y seguridad titulado "Una convergencia de amenazas". El Informe Estratégico destaca que:
· El abuso del medio ambiente es la cuarta actividad criminal más redituable en el mundo, alcanzando USD 258 mil millones, está aumentando en un 5 a 7% cada año, y converge con otras formas de delincuencia internacional. Por lo tanto, es una amenaza creciente para la paz, la seguridad y la estabilidad. 
· Combatir la delincuencia ambiental es una prioridad nacional para el 80% de los países encuestados en el informe. 
· Más del 60% de los países también informaron sobre nuevos tipos de ilícitos o nuevos modus operandi, lo que indica una creciente sofisticación y adaptación por parte de los grupos del crimen organizado transnacional. 
· El vínculo con otras actividades delictivas es de particular interés: el 84% de los países encuestados informaron una convergencia entre delitos ambientales y otros delitos graves, incluidos: Corrupción (42%) Falsificación (39%) Tráfico de drogas (36%) Ciberdelincuencia (23%) Delitos financieros (17%).
En América Latina y el Caribe, las personas más afectadas por los ilícitos ambientales a menudo son las más vulnerables. La caza furtiva elimina los activos de la vida silvestre esenciales para la supervivencia de las comunidades ya que las proveen de alimentos, refugio y medicinas entre otros, y afecta la base de iniciativas como el ecoturismo. La sobrepesca priva a las poblaciones costeras de alimentos y medios de subsistencia. La contaminación por prácticas mineras inseguras o vertidos tóxicos puede privarlos de su salud, incluso de sus vidas. 
A diferencia de otros delitos, los delitos ambientales se ven agravados por su impacto en el medioambiente y las afectaciones a las generaciones futuras. La deforestación, el vertido de productos químicos y las pesquerías ilegales provocan la pérdida de los servicios de los ecosistemas, como el aire limpio y el agua limpia, la mitigación climática extrema, la seguridad alimentaria e incluso la salud y el bienestar. También privan a los gobiernos de ingresos y socavan el comercio licito.

Otro motivo de gran preocupación es el creciente reconocimiento de que, a pesar de los avances legales, hay un número alarmante de violaciones de los derechos ambientales que tienen un impacto profundo en una amplia variedad de derechos humanos. Nuestra región, tan rica en recursos naturales y en diversidad cultural, es lamentablemente una de las más peligrosas del mundo para los defensores del medio ambiente.

IV. El acceso a la Justicia Ambiental
Un poder judicial independiente, en un sistema político y legal que valora la integridad y la transparencia, es vital para abordar la degradación ambiental y para defender el estado de derecho ambiental en todo el mundo.

Jueces y Tribunales en todo el mundo abordan cuestiones ambientales. Más de 50 países en todo el mundo han establecido cortes y tribunales ambientales especializados. Los jueces también son cada vez más conscientes de sus roles y responsabilidades para defender el estado de derecho y promover la gobernanza ambiental a través de sus decisiones y sentencias.
Los países de América Latina y el Caribe se encuentran entre los líderes en el establecimiento de juzgados y tribunales ambientales. El Poder Judicial de esta región ha ido adquiriendo un papel activo en la defensa del medio ambiente en casos de violación de los derechos ambientales. El trabajo de los jueces permitió la consolidación de una jurisprudencia en materia ambiental y condujo al reconocimiento de nuevos principios de derecho ambiental.
Otro desarrollo importante es la tendencia creciente a establecer oficinas especializadas de fiscales. Un estudio realizado por ONU Medio Ambiente en 2016 sobre el papel y las funciones de las fiscalías ambientales, particularmente en América Latina, mostró un fortalecimiento del sistema de protección ambiental en las Fiscalías, con la dotación de competencias ambientales para sus organizaciones de persecución, junto con el establecimiento de herramientas criminales de protección ambiental. Hay países en la región con varios fiscales ambientales, con el caso más paradigmático de implementación de las fiscalías ambientales que es Brasil. Por otro lado, las áreas de acción de todas estas unidades especializadas o fiscales con competencia ambiental, la gran mayoría, son solo penales, aunque hay casos que también cubren acciones civiles y constitucionales.
 La Red Latinoamericana de Ministerio Publico Ambiental, creada en 2008, y que actualmente cuenta con 330 miembros de 17 países, ha capacitado a cerca de mil miembros y asesores de los Fiscales, y ha realizado operaciones conjuntas para combatir la minería ilegal, el tráfico de madera y carbón y vida silvestre.
V. Desarrollos recientes y perspectivas 
Consolidar el estado de derecho en materia ambiental y proteger los derechos ambientales se ha convertido en una prioridad en la región de América Latina y el Caribe. Sin embargo, persisten muchos desafíos, y se requiere de un esfuerzo intersectorial a largo plazo para proteger los ecosistemas de los impactos ocasionados por el   incumplimiento de las leyes y los delitos ambientales. 

El aumento de las capacidades de todos los actores relevantes ​​para implementar el estado de derecho en materia ambiental continúa siendo crítico. Esto incluye, en particular, tribunales y organismos encargados de hacer cumplir la ley, instituciones de auditoría y otros interesados ​​a nivel nacional, subregional, regional e internacional.
Hay una serie de iniciativas y desarrollos, a nivel global y regional, que contribuyen a abordar las brechas y los desafíos para el desarrollo y la implementación del derecho ambiental en la región:

Pacto Ambiental Global  
La iniciativa para un Pacto Global para el Medio Ambiente se lanzó el 24 de junio de 2017 durante un evento en la Sorbona de París. El presidente francés, Emmanuel Macron, fue el orador de clausura y se comprometió a actuar personalmente, sobre la base del anteproyecto elaborado por un grupo de expertos, para sentar las bases de su adopción como un nuevo pacto mundial para la conservación del medio ambiente por la Asamblea General de las Naciones Unidas. 
Tras la Cumbre de Alto Nivel sobre un Pacto Mundial por el Medio Ambiente, que se celebró al margen del Debate General de la Asamblea General de las Naciones Unidas en septiembre de 2017, la Asamblea General adoptó el 10 de mayo de 2018 la Resolución 72/277 " Hacia un Pacto Global por el Medio Ambiente ".
Esta iniciativa tiene como objetivo proporcionar un marco general para el derecho ambiental internacional con el objetivo de solidificar aún más, consolidar y avanzar el derecho ambiental internacional teniendo en cuenta los apremiantes desafíos ambientales. La iniciativa también tiene como objetivo mejorar la implementación del derecho ambiental internacional en apoyo a los Objetivos de Desarrollo Sostenible, así como los objetivos y metas ambientales acordados a nivel mundial. 
De acuerdo con esta resolución, la Asamblea decidió establecer un grupo de trabajo especial de composición abierta para considerar un informe técnico y basado en evidencias, que identifique y evalúe posibles lagunas en el derecho ambiental internacional y los instrumentos relacionados con el medio ambiente con miras a fortalecer su aplicación. El informe se presentará al septuagésimo tercer período de sesiones de la Asamblea en 2018 proporcionando una plataforma para debatir posibles opciones para abordar estas lagunas. Esto puede incluir la necesidad de convocar una conferencia intergubernamental para adoptar dicho instrumento internacional. El grupo de trabajo recibió el mandato de presentar sus recomendaciones a la Asamblea General durante el primer semestre de 2019.
Al decidir que el grupo de trabajo especial debe estar abierto a todos los Estados Miembros, la Asamblea estableció que la asistencia a las sesiones del grupo especial estaría abierta a las organizaciones no gubernamentales pertinentes. El grupo de trabajo tendría varias sesiones, incluidas las sesiones iniciales y de organización. Los costos del grupo se cubrirán con contribuciones voluntarias, según el texto. También, la Asamblea solicitó al Secretario General que organizara un apoyo sustantivo por parte del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente y estableciera un fondo fiduciario especial voluntario en apoyo del proceso, invitando a todos los Estados Miembros y organismos a hacer contribuciones. Pidió además al Secretario General que estableciera un fondo fiduciario especial voluntario para ayudar a los países en desarrollo, en particular los países menos adelantados, los países en desarrollo sin litoral y los pequeños Estados insulares en desarrollo, a asistir al grupo de trabajo.
Acuerdo regional sobre acceso a la información, participación pública y acceso a la justicia en asuntos ambientales 

El 4 de marzo de 2018, en Costa Rica, 24 países de la región adoptaron el Acuerdo Regional sobre Acceso a la Información, Participación Pública y Acceso a la Justicia en asuntos ambientales (Acuerdo de Escazú). El Acuerdo se ha abierto a   la firma de todos los países de América Latina y el Caribe, el 27 de septiembre de 2018. 
Iniciado en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible (Río + 20) y enraizado en los principios del Principio 10 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992, el Acuerdo Regional es el fruto de una fase preparatoria de dos años y nueve reuniones de su comité de negociación. Liderados por Chile y Costa Rica, como copresidentes, y otros cinco miembros de la mesa directiva (Argentina, México, Perú, San Vicente y las Granadinas y Trinidad y Tobago), las negociaciones reunieron a delegados gubernamentales, representantes del público, expertos, académicos y otras partes interesadas que participaron activamente en colaboración y en pie de igualdad.
El primer tratado de la región sobre cuestiones ambientales y el primero en incluir disposiciones sobre defensores de los derechos humanos en asuntos ambientales fue negociado por los estados de la región con la participación significativa de la sociedad civil y el público en general. Es el primer acuerdo que se ha celebrado bajo los auspicios de la comisión regional y reafirma el valor de la dimensión regional del multilateralismo para el desarrollo sostenible. Al vincular los marcos globales y nacionales, establece estándares regionales, fomenta la creación de capacidades -particularmente a través de la cooperación Sur-Sur- establece los cimientos de una arquitectura institucional de apoyo y ofrece herramientas para mejorar las políticas y la toma de decisiones
Sobre todo, este tratado tiene como objetivo combatir las desigualdades y la discriminación y garantizar los derechos de todas las personas a un medio ambiente sano y al desarrollo sostenible. Al hacerlo, dedica especial atención a las personas y grupos en situaciones de vulnerabilidad.

Iniciativa de Derechos Ambientales de las Naciones Unidas 
ONU Medio Ambiente lanzó a nivel regional en Río de Janeiro, el 3 de septiembre de 2018, la Iniciativa global de derechos ambientales de las Naciones Unidas, que busca ayudar a las personas a comprender y defender mejor sus derechos y ayudar a los Estados a salvaguardar los derechos ambientales.
 La Iniciativa es una coalición de actores estatales y no estatales unidos para promover, proteger y respetar los derechos ambientales. La iniciativa involucrará a los gobiernos para fortalecer las capacidades institucionales para desarrollar e implementar marcos normativos y legales que protejan los derechos ambientales; ayudará a las empresas a comprender mejor cuáles son sus obligaciones en materia de derechos ambientales y proporcionará orientación sobre cómo avanzar más allá de una cultura de cumplimiento; trabajará  con los medios para promover los derechos ambientales, incluso a través del desarrollo y la implementación de un plan de estudios de capacitación en medios: apoyará  la difusión más amplia de información sobre los derechos ambientales a través de un nuevo portal web; y apoyará  el establecimiento de redes a través de las cuales los defensores ambientales se conectarán, desarrollarán e implementarán estrategias para promover la protección ambiental

VI. Dialogo Ministerial sobre Derechos y Gobernanza Ambiental
Teniendo en cuenta el avance de los derechos la gobernanza ambiental en la región, así como las lagunas y los desafíos que aún persisten, la sesión sobre derechos ambientales tal vez desee abordar lo siguiente:

· ¿Cómo podemos acercar la protección ambiental a las personas a través de la promoción, protección y respeto de nuestros derechos ambientales?

· ¿Cuál sería el valor agregado de la cooperación regional en términos de promoción y protección de los derechos ambientales?

· ¿Cuáles son los desafíos que los países de la región pueden enfrentar para implementar los derechos de acceso a la información, la participación pública y el acceso a la justicia en asuntos ambientales?
· ¿Qué conclusiones regionales pueden destacarse en términos de lecciones aprendidas para la creación de fiscalías y tribunales ambientales y para regular sobre procesos colectivos ambientales?

· ¿Qué tipo de esfuerzos de colaboración pueden emprenderse a nivel subregional y regional para prevenir y abordar los delitos ambientales?

· ¿Cómo podemos priorizar la protección de los defensores ambientales contra el acoso y el ataque y llevar ante la justicia a quienes hacen daño o amenazan a los defensores?

· ¿Qué partes interesadas deberían participar para fortalecer esta cooperación?

· ¿Qué alianzas pueden promoverse para promover los derechos ambientales y la gobernanza en la región?

· ¿Cómo puede el Foro de Ministros proporcionar liderazgo político para que la región de América Latina y el Caribe sea un líder mundial en la institucionalización del estado de derecho ambiental?
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